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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Ciudad Rodrigo 
(Salamanca) el día 30 de noviembre 
de 2006, ha examinado el expe-
diente de responsabilidad patri-
monial iniciado como consecuencia 
de la reclamación presentada por 
Dña. xxxxx, y a la vista del mismo y 
tal como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 El día 30 de agosto de 2006 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
xxxxx debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la 
calzada. 
 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 1 de septiembre de 
2006, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 877/2006, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Quijano González. 
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Primero.- El 29 de marzo de 2006 tiene entrada en el registro general 
del Ayuntamiento de xxxxx un escrito por el que Dña. xxxxx reclama el abono 
de los daños producidos en su vehículo como consecuencia del deficiente 
estado de la vía por la que circulaba. Señala lo siguiente: 
 

“El día 26 de diciembre de 2005, sobre las 08:45 horas, la dicente 
circulaba con su vehículo xxxxx, matrícula xxxx, por la c/ xxxxx (…) dirección a 
la C/ xxxxx, cuando poco después del paso a nivel que allí existe perdió el 
control del vehículo por la existencia de unas placas de hielo en la calzada, 
saliéndose de la vía por el margen izquierdo, dando dos vueltas de campana y 
resultando el coche dañado en toda su estructura y habiendo sido declarado 
siniestro total por su compañía aseguradora sssss. 
 

 »En dicho siniestro intervino la Policía Local, quienes comprobaron 
la realidad de los hechos, levantando parte de intervención en accidente de 
circulación en casco urbano expediente xxxx/2005, (…). 
 

»Se recoge también en el atestado policial que poco después y 
antes de la llegada de los Agentes, se produjo otra salida de vía por el mismo 
motivo (…). 
 

 »Fueron testigos de los hechos D. ttttt, ocupante del vehículo 
siniestrado y esposo de la dicente, así como el conductor del otro vehículo 
siniestrado al que se hace referencia en el atestado y respecto del cual se 
tramitó parte de intervención expediente xxxx/2005”. 
 

Solicita el abono de la cantidad de 5.900 euros, “tal y como se acredita 
con el informe de valoración que se acompaña emitido por el Taller Mecánico 
mmmmm”. 
 

Solicita, además, que se requiera a la Policía Local de xxxxx “para que 
adjunte al expediente todas las diligencias practicadas en el parte de 
intervención de accidente de circulación en casco urbano referido al accidente 
sufrido por la reclamante (expediente xxxx/2005) y el expediente nº xxxx/2005, 
ocurrido minutos después”. 
 

Adjunta a su escrito de reclamación la copia del permiso de circulación 
del vehículo matrícula xxxx a nombre de la reclamante, el informe emitido por 
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el Taller Mecánico mmmmm, en el que se valora la reparación del vehículo en 
6.769,25 euros, así como el informe de valoración de vehículo en el que no se 
recomienda su reparación “debido al alto precio del coste de la reparación y se 
valora el vehículo siniestrado en cinco mil novecientos euros (5.900 euros)”. 
 

Segundo.- Iniciado el procedimiento de responsabilidad patrimonial, se 
incorpora al expediente el parte de intervención en accidente de circulación en 
caso urbano, emitido por la Policía Local de xxxxx el 26 de diciembre de 2005, 
en el que, tras identificar el vehículo accidentado y el conductor, se indica: 
 

“En el momento del accidente era de día y la visibilidad estaba 
restringida por la niebla existente. El trazado en ese tramo de la vía es recto y 
posterior a una curva a la izquierda. Aproximadamente 200 metros después del 
paso a nivel y en el carril correspondiente al sentido de marcha del vehículo A, 
el asfalto estaba completamente helado en un intervalo de unos 50 metros, 
resultando asimismo difícil mantener el equilibrio a una persona a pie”. 
 

»Poco después y antes de la llegada de los Agentes, se produjo 
otra salida de vía por el mismo motivo. 
 

»Se dio aviso (…), personándose en el lugar un camión con sal. 
Por seguridad la vía permaneció cortada hasta que se solucionó el problema”. 
 

Se adjunta el correspondiente informe fotográfico del accidente. 
 

Previa solicitud por parte del instructor del expediente, se incorpora al 
mismo el informe emitido el 4 de mayo de 2006 por el Jefe del Servicio de 
Limpieza, que en relación con la reclamación presentada pone de manifiesto: 
 

“La existencia de hielo en el pavimento es consecuencia de las 
condiciones atmosféricas específicas y variables de la zona y cuya previsión no 
está en manos del Ayuntamiento. 
 

 »Como se desprende del parte de la Policía Municipal emitido al 
respecto no se aprecia que hubiera negligencia en las labores de limpieza del 
hielo a partir del conocimiento del hecho por parte del servicio de limpieza 
municipal, puesto que se acudió y actuó inmediatamente al aviso. 
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 »El tratamiento preventivo de las calzadas para evitar su 
formación requeriría salar diariamente todas las calzadas de la ciudad a lo largo 
de la mayor parte de los días del invierno burgalés, lo cual supondría un gasto 
enorme y lo que es más importante, una contaminación incontrolada de las 
aguas superficiales y subterráneas por cloruros y perjuicios en la planta de 
tratamiento de aguas residuales de la ciudad”. 
 

Tercero.- El 23 de mayo de 2006 se notifica a la interesada el 
correspondiente trámite de audiencia. El 25 de mayo se acredita la 
representación que Dña. yyyyy ostenta sobre la reclamante mediante 
comparecencia personal de ésta, y se tiene vista del expediente. 
 

Mediante escrito de 31 de mayo de 2006 se solicita a la Policía Local de 
xxxxx la incorporación al expediente del parte de intervención nº xxxx, relativo 
al accidente por hielo en la calzada que se produjo a continuación del que 
motiva la reclamación de responsabilidad presentada por Dña. xxxxx. 
 

El 5 de junio de 2006 se incorpora al expediente el parte de intervención 
solicitado; en él se hace constar como causa del accidente la existencia de hielo 
en la calzada, precisando que “por este motivo se había producido minutos 
antes otra salida de vía (expte. xxxx/2005)”. 
 

Notificado el 26 de junio un nuevo trámite de audiencia a la interesada, y 
previa vista del expediente, ésta presenta el 8 de julio de 2006 un escrito de 
alegaciones en el que, además de reiterar las contenidas en su escrito de 
reclamación, señala: 
 

“Las heladas fueron continuas a lo largo del mes de diciembre del 
año 2005, así como las precipitaciones (adjunta copia de la relación de 
temperaturas habidas en xxxxx durante todo el mes de diciembre de 2005). 
 

 »En consecuencia, la previsibilidad está determinada tanto por la 
climatología conocida de la zona que venía sucediendo a lo largo de todo el 
mes de diciembre, como por las previsiones meteorológicas que en la 
actualidad permiten anunciar con un alto grado de certeza las condiciones 
climatológicas con, al menos, siete días de antelación. 
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 »Se insiste de todas maneras que no es necesario ser 
meteorólogo para saber que en xxxxx en el mes de diciembre hiela. 
 

 »La existencia de este riesgo cierto de heladas obliga al 
Ayuntamiento a actuar con una diligencia especial para evitar que la existencia 
de hielo en las calzadas de la ciudad pueda provocar daños. 
 

 »(…) es evidente que si la calzada sólo se ha helado en un tramo 
de 50 metros es también consecuencia de un deficiente estado de conservación 
de la misma, lo que provoca la acumulación de agua en este tramo. Esta 
circunstancia debía ser conocida por el Ayuntamiento y haber sido reparada la 
calzada en este tramo para evitar que la acumulación de agua provocase la 
generación de placas de hielo o, en su caso, mantener limpia la zona del hielo 
que se genera. 
 

 »(…). En este caso, según se desprende del atestado policial, el 
hielo se produjo por la existencia de una placa de hielo de 50 metros en la 
calzada. Es obligación de la Administración, en este caso del Ayuntamiento, el 
mantenimiento de las vías públicas en perfectas condiciones de tránsito. De 
hecho, la propia Policía Municipal ante el mal estado en el que se encontraba la 
calzada, se vio obligada a llamar a la empresa eeeee para que limpiara la vía 
arrojando sal, cerrándola a la circulación en evitación de que se pudieran 
producir más accidentes. 
 

 »En este sentido, debe tenerse en cuenta que el accidente ocurrió 
en Diciembre y que la Administración debe prever la existencia de intensas 
heladas en esta época de acuerdo con la climatología de esta ciudad y que la 
existencia de hielo en las vías públicas es una circunstancia perfectamente 
evitable, tal y como se demuestra con el propio atestado policial, ya que sólo 
requiere la limpieza con sal”. 
 

Cuarto.- El 13 de julio de 2006 se formula la correspondiente propuesta 
de resolución en la que, a la vista de lo actuado, se propone desestimar la 
reclamación formulada. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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Quinto.- Mediante Acuerdo de 21 de septiembre de 2006 se requiere al 
Ayuntamiento de xxxxx que complete el expediente con la incorporación al 
mismo de un folio del escrito de alegaciones de la reclamante. El 8 de 
noviembre de 2006 se registra de entrada la documentación solicitada, 
reanudándose el cómputo del plazo para la emisión del dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

3ª.- Concurren en la interesada los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. La competencia para resolver 
la presente reclamación corresponde al Alcalde del Ayuntamiento, de acuerdo 
con lo establecido en los artículos 21.1.s)  y 23.2.b) de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el artículo 
142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
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La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 

 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 

 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
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5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación 
presentada por Dña. xxxxx debido a los daños sufridos como consecuencia del 
deficiente estado de la vía pública por la que su vehículo circulaba. 
 

La interesada ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. En efecto, el suceso aconteció el 26 de diciembre de 
2005 (de acuerdo con lo señalado por la Policía Local) y la reclamación se 
formuló el día 29 de marzo de 2006. 
 

6ª.- En la esfera de las Administraciones Locales el artículo 54 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, establece que 
“las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios 
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, 
funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general 
sobre responsabilidad administrativa”, redacción recogida casi de forma literal 
por el artículo 223 del Reglamento de organización, funcionamiento y régimen 
jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 2568/1986, de 
28 de noviembre. 
 

Por su parte, es preciso poner en relación el artículo 85 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, anteriormente citada, que declara que son servicios públicos 
locales cuantos tiendan a la consecución de los fines señalados como de la 
competencia de las entidades locales, con el artículo 25.2.b) de dicha norma, 
que declara que el municipio ejercerá en todo caso competencia en lo relativo a 
la ordenación del tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas. 
 

El Tribunal Supremo, en Sentencia de 21 de abril de 1998, afirma que 
para que exista responsabilidad en estos casos basta con la existencia de 
factores sin cuya concurrencia no se hubiera producido el resultado, “no siendo 
admisibles, en consecuencia, restricciones derivadas de otras perspectivas 
tendentes a asociar el nexo de causalidad con el factor eficiente, 
preponderante, socialmente adecuado o exclusivo para producir el resultado 
dañoso, puesto que válidas como son en otros terrenos irían en éste en contra 
del carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial de las administraciones 
públicas (Sentencias de 5 de junio y 16 de diciembre de 1997). La 
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consideración de hechos que puedan determinar la ruptura del nexo de 
causalidad, a su vez, debe reservarse para aquellos que comportan fuerza 
mayor, única circunstancia admitida por la Ley con efecto excluyente, a los 
cuales importa añadir el comportamiento de la víctima en la producción o el 
padecimiento del daño, o la gravísima negligencia de ésta, siempre que estas 
circunstancias hayan sido determinantes de la existencia de la lesión y de la 
consiguiente obligación de soportarla en todo o en parte (Sentencias de 27 de 
abril de 1996 y 7 de octubre de 1997)”. 
 

A pesar del informe emitido por el Jefe del Servicio de Limpieza de la 
Corporación Local, a juicio de este Órgano Consultivo, de lo señalado por la 
Policía Local de acuerdo con la inspección practicada inmediatamente después 
del accidente, de las manifestaciones efectuadas no sólo por la reclamante, así 
como del hecho de que, mientras se estaba levantando el atestado policial, 
tuviera un accidente en el mismo lugar y por las mismas causas (así lo acredita 
el correspondiente atestado policial que se incorpora al expediente), parece 
acreditarse la existencia de indicios que permiten hablar de un supuesto de 
responsabilidad patrimonial de la Administración. 
 

Así, de los documentos obrantes en el expediente se deduce que los 
daños alegados por la interesada fueron debidos a la mala conservación de la 
vía por la que circulaba el coche de su propiedad, puesto que el siniestro parece 
ser consecuencia de la presencia de una placa de hielo en la calzada por la que 
circulaba. La Policía Local pone de manifiesto que “en el carril correspondiente 
al sentido de marcha del vehículo A, el asfalto estaba completamente helado en 
un intervalo de unos 50 metros, resultando asimismo difícil mantener el 
equilibrio a una persona a pie. Poco después y antes de la llegada de los 
Agentes, se produjo otra salida de vía por el mismo motivo. Se dio aviso (…), 
personándose en el lugar un camión con sal. Por seguridad la vía permaneció 
cortada hasta que se solucionó el problema”, lo que permite apreciar el 
indispensable nexo de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y 
la producción del daño. 

 
El Jefe del Servicio de Limpieza de la Corporación Local indica en su 

informe que “no se aprecia que hubiera negligencia en las labores de limpieza 
del hielo a partir del conocimiento del hecho por parte del servicio de limpieza 
municipal, puesto que se acudió y actuó inmediatamente al aviso”, así como 
que el tratamiento preventivo de las calzadas “supondría un gasto enorme y lo 
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que es más importante, una contaminación incontrolada de las aguas 
superficiales y subterráneas por cloruros y perjuicios en la planta de 
tratamiento de aguas residuales de la ciudad”. Sin embargo, y aunque “la 
existencia de hielo en el pavimento es consecuencia de las condiciones 
atmosféricas específicas y variables de la zona”, nada en el expediente 
tramitado permite atribuir la naturaleza de fuerza mayor a las citadas 
condiciones atmosféricas sin que, tal y como pone de manifiesto la reclamante, 
se pueda considerar un suceso extraordinario e imprevisible el hecho de que en 
la ciudad de xxxxx haga frío y hiele durante el mes de diciembre, no 
aportándose dato alguno que permita eximir a la Administración de 
responsabilidad. 
 

En conclusión, y siendo por lo tanto el mal estado de la vía pública, cuyo 
correcto mantenimiento es competencia de la Corporación Local, lo que provocó 
el daño en el vehículo propiedad de la reclamante, procede determinar que sí 
se dan los requisitos legalmente exigidos para apreciar la existencia de 
responsabilidad patrimonial administrativa. 
 

7ª.- En cuanto a la valoración de los daños, puesto que la cuantificación 
propuesta por la interesada (5.900 euros) con base en el informe de valoración 
que aporta junto a su escrito de reclamación, no ha sido cuestionada por la 
Corporación Local durante la tramitación del expediente de responsabilidad 
patrimonial, se considera oportuno, en virtud del principio de reparación 
integral del daño que preside esta clase de expedientes de responsabilidad 
patrimonial, que, previamente al dictado de la resolución, se abra un 
expediente contradictorio que determine finalmente el importe a conceder. 
 

En cualquier caso, será preciso proceder a su actualización a la fecha en 
que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 
 Procede dictar resolución estimatoria en el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
xxxxx debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la 
calzada. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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